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	25 de abril de 1988
	Sesión número
	25

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Mario Sandí Sandí

	Recurrido: Juez Primero Penal de San José, Dirección de Migración y Extranjería, Ministros de Gobernación y de Justicia

	Objeto del recurso: El recurrente impugna varios aspectos del proceso de extradición que se realiza en su contra a solicitud del Gobierno de Italia. 

	Respuesta del recurrido: La extradición se ajustó escrupulosamente a las disposiciones del Tratado vigente, y fue confirmada por todas las instancias.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (procedimiento justificado). VS de los Magistrados Coto, Rodríguez, Arce, Guzmán, Houed y Gamboa.


N° 25
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las ocho horas del veinticinco de abril de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente), Coto, Cervantes, Arias, Rodríguez, Zamora, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González. 

Artículo XXXI
(Entran los Magistrados Fernández y Carvajal).

En escrito de fecha dieciocho del corriente mes de abril, el señor MARIO SANDÍ SANDÍ planteó un recurso de Hábeas Corpus relacionado con el proceso de extradición que se ha seguido en su contra ante el Juzgado Primero Penal de San José, a solicitud de la Embajada de Italia.

El señor Sandí impugna los siguientes actos, que considera violatorios de sus derechos de libertad e integridad:

a) La resolución de las 16:00 horas del 3 de noviembre de 1987, en que el Juez Primero Penal denegó una gestión planteada por el recurrente, en que pedía que se le pusiera en libertad por cuanto el Gobierno de Italia no ha cumplido prevenciones esenciales de la sentencia que otorgó la extradición;

b) La resolución 33-88 de las 16:15 horas del 11 de enero de 1988, en que el Tribunal Superior Segundo Penal, Sección Segunda, confirmó la del Juez;

c) La disposición del señor Director de Migración y Extranjería, en que se le mantiene detenido administrativamente, a pesar de que esa orden no fue dispuesta por el Tribunal de la extradición, en la sentencia ni en otra resolución posterior, además de que en la causa penal que impide ejecutar la extradición, seguida en el Juzgado de Instrucción de Nicoya, ha sido legalmente excarcelado desde hace nueve meses.

De igual modo, en el párrafo d) de la introducción al recurso, el señor Sandí hace extensivo el recurso de Hábeas Corpus contra los señores Ministros de Gobernación y de Justicia, el primero como superior del Director General de Migración y Extranjería, y el segundo como jerarca del sistema penitenciario, al cual pertenece la Unidad de Admisión de Heredia, en donde el recurrente permanece detenido.

En su recurso el señor Sandí se refiere a la forma en que se resolvió el proceso de extradición, y pone de manifiesto que en el fallo dictado a las 16:00 horas del 12 de diciembre de 1986, el Juez Primero Penal de San José dispuso:

“Se concede al Gobierno de Italia la extradición de Mario Plinio Sandí Sandí, conocido como Mario Plinio D’Angolo, condicionada la entrega a que el Estado requirente se comprometa a no juzgarlo o condenarlo por hechos anteriores a esta extradición, a no ser que después de cumplir la pena que tiene pendiente, no salga de Italia antes de que transcurran tres meses, o que después de haber salido regrese…” (sic).

Alega el recurrente que esa condición no ha sido cumplida, pues lo que existen son dos notas personales de quien dijo ser el Embajador de Italia (folios 16 y 214), que no fueron autenticadas, además de que el señor Embajador no tiene competencia para comprometer al Ministerio Público de Italia, a los Ministerios de Justicia y de Negocios Extranjeros, y al Gobierno de su país, o al Estado italiano como un todo.

Sobre el punto anterior y otros vinculados al cumplimiento de la condición impuesta en el fallo, el señor Sandí hace una amplia exposición en las páginas siguientes del recurso, con cita de doctrina de Derecho Internacional Público, de los “principios de extradición” y de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados; y señala que ante el Tribunal Penal de Milán, Italia, se sigue otro proceso en su contra por el cual no fue concedida la extradición; y agrega que “el Estado italiano no se ha comprometido nada”, pues la promesa hecha—según se dice—por el Embajador, además de inválida e ineficaz en el Derecho Interno italiano, lo es también en lo internacional y particularmente para Costa Rica.
-o-

Sobre el recurso interpuesto se pidió el informe de ley, y los funcionarios contra quienes se dirige el recurso lo rindieron así:
a) El señor Ministro de Justicia y Gracia, doctor Luis Paulino Mora Mora, manifestó que la detención del señor Sandí obedece a una disposición del señor Juez Primero Penal de San José, mediante la cual se puso al detenido a la orden de la Dirección General de Migración y Extranjería, por haberlo acordado de ese modo en las diligencias de extradición.

b) El señor Juez Primero Penal de San José, licenciado Francisco Dall’Anese Ruiz, se refirió al fallo dictado en el proceso de extradición, y agregó que después de firme la sentencia se puso al detenido a la orden del de la Dirección General de Migración y Extranjería, bajo la advertencia de que la entrega física del señor Sandí no se realizara sino cuando concluyan las causas penales pendientes que se siguen contra dicho señor en los Tribunales de la República.
También hizo alusión el señor Juez a la jurisprudencia de la Corte, conforme a la cual se ha resuelto que la detención constituye el medio físico de asegurar que la extradición podrá ejecutarse; y consideró inexacta la tesis de que tendría que ser el Ministerio de Justicia de Italia el llamado a hacer la promesa formal exigida en el fallo, puesto que, aún cuando ese funcionario sí puede gestionar la extradición de acuerdo con el artículo 671 del Código Procesal Penal de Italia, eso no significa que también tenga que hacer dicha promesa, ni que esa norma haya derogado el “ius gentium”, en lo que corresponde a  la condición del Embajador como representante del Jefe del Estado italiano.
c) El señor Ministro de Gobernación y Policía, licenciado Rolando Ramírez Paniagua, expresó que el señor Sandí está detenido como medida precautoria con el objeto de asegurar la extradición o la deportación, según sea necesario.

ch) Los señores Jueces integrantes del Tribunal Superior Segundo Penal manifestaron que ese Tribunal confirmó la resolución del Juzgado Penal, por medio de la N° 33-88 de las 16:15 horas del 11 de enero de este año, pues consideran que “la promesa hecha por el Embajador italiano, garantiza satisfactoriamente los derechos del extradido, y los principios que contiene el Tratado de Extradición entre Costa Rica e Italia”.

d) Finalmente, el señor Director General de Migración y Extranjería, licenciado Carlos Arturo Arce López, informó que el señor Sandí permanece detenido para hacer efectiva la extradición; y que, además, en resolución de las dieciocho horas del 24 de octubre de 1986, la Dirección ordenó deportar al señor Sandí, por encontrarse en el país en un estado de absoluta ilegalidad.
Se tiene a la vista el proceso de extradición, del cual se reseñan los siguientes hechos:
a) La Embajada de Italia gestionó la extradición en nota del 23 de octubre de 1986, en la cual comunicó que el Ministerio de Asuntos Exteriores de Italia le había informado que “está llegando a Costa Rica la documentación concerniente al pedido de extradición”. Esa nota fue recibida por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores de aquí.
b) Luego de los trámites correspondientes, el Juzgado Primero Penal de San José, en sentencia de las 7:30 horas del 12 de diciembre del mismo año, declaró con lugar la extradición.

c) Desde el principio, en nota de folio 16, presentada directamente en el Juzgado, el señor Embajador de Italia manifestó: “De conformidad con el artículo 9° de la Ley de Extradición, hago promesa formal de que la persona requerida no será juzgada por un hecho anterior diverso, ni sometida a sanciones distintas a las correspondientes al hecho o a las impuestas en sentencia”.

ch) Posteriormente, ya dictado el fallo de la extradición, se recibió otra nota del señor Embajador, de fecha 3 de marzo de 1987, cuyo texto dice:

“De conformidad con lo que dispone el artículo 9° de la Ley de Extradición y lo preceptuado en la sentencia dictada por ese estrado judicial, a las siete horas del doce de diciembre de mil novecientos ochenta y seis, hago promesa formal de que el señor Mario Plinio Sandí Sandí, conocido como Mario D’Angolo, no será juzgado o condenado por un hecho anterior a los resueltos en estas diligencias de extradición, a no ser que después de cumplir la pena que tiene pendiente, no salga de Italia antes de que transcurran tres meses, o que después de haber salido regrese. Asimismo, reitero la disposición del Gobierno de Italia de disponer inmediatamente del señor Sandí Sandí en el momento en que las autoridades costarricenses así lo comuniquen”.

d)  En escrito de fecha 23 de octubre del mismo año (1987), el señor Sandí presentó una gestión ante el Juzgado para que se le pusiera en libertad, por considerar que la condición impuesta en la sentencia no se ha cumplido, pues un Embajador no tiene competencia para ello, a título personal y, además, alegó que esa condición “no se puede ni se debe ejecutar” por las razones que allí expuso.
e) El señor Juez Primero Penal denegó la solicitud, en resolución de las 16:00 horas del 3 de noviembre siguiente; y

f) El Tribunal Superior Segundo Penal, Sección Segunda, en resolución de las 14:15 horas del 11 de enero del corriente año (1988), confirmó lo resuelto por el Juzgado, para lo cual consideró que “la promesa hecha por el Embajador italiano, visible al folio 16, garantiza satisfactoriamente los derechos del extradido y los principios que contiene el Tratado de Extradición entre Costa Rica e Italia”. También dijo el Tribunal, en la parte considerativa de su resolución, que “de acuerdo con el artículo tercero del Tratado de Extradición, el extradido en este proceso no podrá ser juzgado por la causa N° 1022/79 F., que se le sigue por el Tribunal Civil y Penal de Milán, Italia, en la que se le atribuye el delito de asociación ilícita”.
-o-

Previa deliberación, y con el voto de los Magistrados Blanco, Arroyo, Cervantes, Arias, Zamora, Fernández, Ching, Carvajal, Ramírez y González, se resolvió: declarar sin lugar el recurso, de acuerdo con las siguientes razones:
I. La extradición fue ordenada por sentencia firme, pero no ha podido ejecutarse por estar pendiente una causa seguida contra el propio señor Sandí en el Juzgado de Instrucción de Nicoya. El propio señor Juez Primero Penal, al otorgar la extradición y después al adicionar su fallo (folio 81) dejó diferida la entrega de Sandí “hasta tanto sea sobreseído, absuelto o cumpla la pena que en Costa Rica se le imponga, por todos los procesos penales que existan en su contra ante los Tribunales” (sic). El artículo 11 de la Ley de Extradición prescribe que “si el Estado requirente no dispone del imputado o reo dentro de los dos meses siguientes de haber quedado a sus órdenes, será puesto en libertad”. Pero ese plazo de dos meses no ha empezado a correr, desde luego que el señor Sandí, por el motivo antes dicho, aún no ha sido puesto a disposición del Gobierno de Italia. De manera que el caso se rige por el artículo 10 de la misma Ley de Extradición, a cuyo tenor, cuando se conceda la extradición, el reo quedará a la orden de las autoridades de policía, para su entrega al Estado requirente. Es verdad que el señor Sandí guarda detención por más de un año, pero ello no obedece a causas imputables a las autoridades administrativas o al Gobierno italiano, sino a un motivo de otro género, o sea, al de existir un proceso penal que aún se encuentra pendiente. De modo que, en esas circunstancias, no puede decirse que la detención sea ilegítima, pues se mantiene con el propósito de asegurar la entrega del reo al Estado requirente, y para ejecutar así la sentencia de extradición, que está firme y obliga a su cumplimiento por las autoridades costarricenses.
II. En el recurso se alega que el Gobierno italiano no ha cumplido ni puede cumplir la condición impuesta en el fallo, y que carece de eficacia la promesa personal del Embajador de Italia. Esa cuestión ya fue objeto de examen y decisión por el Juez Primero Penal y el Tribunal Superior respectivo, quienes consideraron suficiente lo prometido en el documento de folio 16. No hicieron referencia los juzgadores a la otra promesa del señor Embajador, la de folio 214; pero la omisión no tiene importancia, porque si por cualquier motivo se llegare a considerar que la promesa debe hacerse de otra manera, es decir, por otras altas autoridades del Gobierno italiano, ello no sería suficiente para calificar de ilegítima la detención, pues ya se dijo que aún no ha empezado a correr el plazo de dos meses que concede el artículo 11 de la Ley de Extradición; y dentro de ese plazo el Gobierno italiano podría cumplir lo que fuere necesario.

-0-

Los Magistrados Coto, Rodríguez, Arce, Guzmán, Houed y Gamboa votaron por declarar con lugar el recurso, con base en las siguientes razones:

I. Es cierto que no ha empezado a correr el plazo de dos meses a que se refiere el artículo 11 de la Ley de Extradición; pero entonces, si no existe posibilidad legal de ejecutar la sentencia y de poner al señor Sandí a disposición del Gobierno italiano, tampoco procede mantenerlo detenido a la orden de las autoridades administrativas, para una finalidad que, en las circunstancias actuales, resulta ser de imposible cumplimiento.

II. Ya ha dicho esta Corte repetidas veces, que la detención es el medio físico de asegurar la deportación, expulsión o extradición de un extranjero; pero aquí ese estado de cosas se ha mantenido por mucho tiempo; y el artículo 10 de la Ley de Extradición no debe interpretarse con tanta amplitud, como para considerar que las autoridades administrativas pueden detener indefinidamente a una persona, con el propósito de cumplir una sentencia de extradición que no se sabe cuándo podrá ejecutarse.

Los Magistrados Coto y Gamboa agregan: Por las razones del voto de mayoría, no es decisivo ahora el problema referente al cumplimiento de la promesa. Sin embargo, por la importancia que tiene el punto, consideran oportuno manifestar que, en su criterio, no basta la promesa del señor Embajador de Italia, pues ello debe dimanar directamente de aquel Gobierno, por medio del órgano que tenga facultades para hacerlo. Si la representación que ostenta el señor Embajador le concediera ese género de facultades, lo cierto es que no hay ninguna prueba de que así lo establezca la legislación de Italia; y la costarricense nada dispone en tal sentido. Por lo demás, el señor Embajador se limitó a hacer una promesa de carácter personal, pues no dijo, en sus notas de folios 16 y 214, que estuviese actuando con instrucciones expresas de su Gobierno.
El Magistrado Coto agrega:

“El artículo 3° de la Ley costarricense dispone que la extradición no se concederá cuando el reclamante esté siendo juzgado por un delito o delito culposo cometido en la República con anterioridad al recibo de la solicitud de entrega; pero si se le absolviere, o una vez extinguida la pena impuesta, podrá decretarse la extradición”. El artículo 7° del Tratado con Italia prescribe que en esas situaciones la extradición “podrá deferirse”; y a su vez, el Código de Bustamante, artículo 346, habla de diferir “la entrega”.

“Esa regla del Código da a entender que en los casos dichos (de condena o proceso pendiente), no hay obstáculo en otorgar la extradición, si ésta procediere, pero deberá dejarse en suspenso la ejecución del fallo, es decir, la entrega”; y así también cabe interpretar el artículo 7° del Tratado, pues no puede entenderse que el propósito haya sido el de dejar sin definir el proceso de extradición, creando con ello una situación de incertidumbre para el reo y el Estado requirente.
“Ahora bien, los artículos 10 y 11 de la Ley de Extradición parten del supuesto de que, una vez firme la sentencia, no habrá obstáculos que impidan cumplirla; por eso el artículo 10 dispone que el reo se pondrá a la orden de las autoridades de policía ‘para su entrega’. Pero entonces, si en el caso en estudio la entrega de Mario Sandí no puede realizarse por existir un proceso pendiente, tampoco podría haber causa legítima para  mantenerlo detenido, ni la disposición del Juez Primero Penal (de ponerlo a la orden de las autoridades de Migración) puede interpretarse con tales alcances, es decir, como una orden de detención impuesta por él a esas autoridades, para fines de una entrega física que el propio fallo deja en suspenso”.
